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Directrices y consideraciones generales sobre la incorporación de criterios sociales en trámites de contratación pública institucionales
Conforme a lo definido en la nueva normativa y considerando la aplicación del Decreto Ejecutivo N° 42709, denominado “Medidas para incentivar la participación de empresas pyme y empresas de la economía social en las compras públicas de la administración, según criterios de localización y sostenibilidad” que insta a la aplicación de algunos criterios a considerar en compras públicas, en donde se incentiven la generación de empleo en grupos sociales en condiciones vulnerables, como lo son, personas con discapacidad, adulto joven y mujeres, entre otros, esto con el propósito de generar una mayor inclusión social; por el momento y conforme lo establecido en el Transitorio VII del Reglamento a la Ley General de Contratación Pública se mantendrá la incorporación en los pliegos de condiciones institucionales, en donde en su objeto contractual sea procedente su uso, los criterios ya definidos desde el 2022 y que son de naturaleza social; por lo tanto, a continuación, se definen las pautas que se deben seguir para que estos sean considerados dentro de la definición de los alcances de las condiciones que las personas oferentes deben cumplir en las compras que se gestionen.

En virtud de lo anterior, a partir de la notificación de la guía para la confección de la Decisión Inicial, y como parte de un proceso de implementación paulatina se deberán incorporar de forma obligatoria los criterios que se describirán a continuación, en todas aquellas diligencias u oficios de decisión inicial que sean remitidos al Depto. de Proveeduría para el trámite de gestiones de compra que correspondan a contratos de servicios continuados y contratos según demanda de cualquier naturaleza, en los cuales la Institución sea beneficiada con servicios de mano de obra directa, mismos que serán prestados y ejecutados por material humano, para lo cual deberán considerar las siguientes directrices: 
Definición del concepto de criterios sociales: 
Estos criterios representan una herramienta en donde se fomentan las compras públicas, optimizando los recursos del Estado, garantizando condiciones sociolaborales para las personas trabajadoras. También contribuyen a la transformación de paradigmas en la adquisición de bienes y servicios, promoviendo el trabajo productivo visualizando el componente social como un eje fundamental en todo el proceso de compras públicas del Estado.
De igual forma, favorecen la protección de las personas trabajadoras en los ámbitos laboral y social, incorporando otras categorías en el marco de la responsabilidad social, más allá de la normativa laboral de carácter obligatorio, siendo una acción afirmativa dentro del sector proveedor y administrador de los recursos del Estado, por lo cual, su utilización se considera una herramienta generadora de progreso social y económico para la población trabajadora y sus familias.

Partiendo de lo indicado anteriormente, se estarán incorporado en los pliegos de condiciones algunas cláusulas, tipo declaraciones juradas que versan sobre la protección de derechos y condiciones laborales de las personas trabajadoras menores de edad, trabajo de las mujeres y la equidad de género, hostigamiento sexual en el empleo, así como sobre la igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad; cabe señalar que este clausulado al ser resorte de la Proveeduría se estará incorporando de oficio en los procesos que se tramiten vía SICOP, por tanto no requiere que sea gestionado por las oficinas responsables de las compras que se tramiten.

No obstante, sí es necesario que como parte de la gestión de análisis de condiciones para la evaluación de las y los oferentes, que cada oficina que gestiona una contratación que se derive en un contrato según demanda o de servicio continuado incorpore cláusulas de evaluación que permitan beneficiar a aquellas personas oferentes que cumplen con condiciones particulares que apoyan la incorporación de estas poblaciones vulnerables dentro del esquema de compras públicas que ejecuta la institución, por tanto a continuación se realiza una descripción de cómo se deben gestionar y redactar las mencionadas cláusulas; cabe señalar que el porcentaje que se le asigne a cada factor a evaluar debe ser definido por el personal responsable de gestionar la contratación, para lo cual debe tenerse presente lo establecido en el anexo adjunto a la guía para la confección de la Decisión Inicial denominado: “Directrices y consideraciones generales sobre la incorporación de criterios de evaluación de las ofertas en la gestión de trámites de contratación que se realizan.”.
Ejemplos de cláusulas sobre criterios sociales que se deben incorporar en la evaluación de los pliegos de condiciones: 
Debe tomarse en cuenta que las cláusulas son un ejemplo de redacción que ya ha sido probada y verificada incluso desde el punto de vista legal en procesos de contratación anteriores, por tanto las oficinas pueden ajustarse a estas o pueden realizar otras propuestas que consideren necesarias y oportunas, siempre dentro del marco de acción que engloba cada factor a evaluar, igualmente, en cada caso la oficina responsable debe definir los porcentajes o puntos que desea otorgarle a cada factor, por lo que en aquellos casos en donde se mencionan, se hace únicamente a manera de ejemplo y no porque son los datos que se deban consignar de forma obligatoria.
INSERCIÓN LABORAL DE PERSONAL CON DISCAPACIDAD xx% (porcentaje a aplicar):

Se otorgará un xx% (porcentaje a aplicar), a las empresas que cuentan dentro de su planilla vigente con un xx% (porcentaje requerido) de personal con capacidades especiales (discapacidad).

Para demostrar lo anterior deberán aportar una constancia vigente emitida por el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (CONAPDIS) en donde se certifique que la empresa oferente cuenta con dicho personal dentro de su planilla.    

Además, la persona oferente deberá presentar con la oferta una declaración jurada mediante la cual se compromete en caso de llegar a ser adjudicatario, a mantener contratados durante un plazo no menor a un año, la cantidad de personal con capacidades especiales indicadas en la certificación emitida por el CONAPDIS.

INSERCIÓN LABORAL DE MUJERES JEFAS DE HOGAR xx% (porcentaje a aplicar):
Se otorgará un xx% (porcentaje a aplicar), a la empresa oferente que demuestre que, durante los doce meses anteriores a la fecha de apertura de las ofertas, ha contado dentro de su planilla con personal mujeres jefas de hogar.

Para demostrar lo anterior deberán aportar una lista de las personas que cumplen esta condición, en la cual se indique el nombre, identificación, y teléfono, así como una copia de las últimas 12 planillas en las que se demuestre la condición requerida, y una declaración jurada haciendo constar que estas personas cumplen con la condición de mujeres jefas de hogar.  

Además, el o la oferente deberá presentar con la oferta una declaración jurada mediante la cual se compromete en caso de llegar a ser adjudicatario, a mantener contratadas durante un plazo no menor a un año, mujeres jefas de hogar dentro de su planilla.

INSERCIÓN LABORAL DE PERSONAL CON EDAD IGUAL O SUPERIOR A 45 AÑOS (XX% en este caso se debe indicar el porcentaje mayor del desglose que se realice en el detalle que se observa a continuación.)

Se otorgará un 1% (se indica a manera de ejemplo) a la empresa oferente que demuestre que, durante los doce meses anteriores a la fecha de apertura de las ofertas, ha contado dentro de su planilla con personas con edad igual o superior a 45 años, en un porcentaje de al menos el 5% de su planilla, de manera consecutiva.

Se otorgará un 3% (se indica a manera de ejemplo) a la empresa oferente que demuestre que, durante los doce meses anteriores a la fecha de apertura de las ofertas, ha contado dentro de su planilla con personas con edad igual o superior a 45 años, en un porcentaje mayor al 5% pero menor al 10% de su planilla, de manera consecutiva.

Se otorgará un 4% (se indica a manera de ejemplo) a la empresa oferente que demuestre que, durante los doce meses anteriores a la fecha de apertura de las ofertas, ha contado dentro de su planilla con personas con edad igual o superior a 45 años, en un porcentaje mayor al 10% de su planilla, de manera consecutiva.

Para demostrar lo anterior deberán aportar una lista de las personas que cumple esta condición, indicando, nombre, cédula, fecha de nacimiento y teléfono, así como una copia de las últimas 12 planillas en las que se demuestre la condición requerida.  

Además, el o la oferente deberá presentar con la oferta una declaración jurada mediante la cual se compromete en caso de llegar a ser adjudicatario, a mantener contratados durante un plazo no menor a un año, los porcentajes indicados de personas con edad igual o superior a 45 años

CONSIDERACIONES GENERALES QUE SE DEBEN TOMAR EN CUENTA PARA LA APLICACIÓN DE LOS CRITERIOS SOCIALES EN LA EVALUACIÓN:

1. Como ya se indicó, los criterios sociales serán de uso obligatorio para todos los contratos según demanda y de servicios continuados que se tramitan y gestionan ante la Proveeduría; no obstante, debe considerarse que además de este tipo de procesos, pueden existir otros cuyo objeto contractual no generen contrato pero que por su plazo de ejecución o el involucramiento de mano de obra directa para la institución sí resulte procedente la incorporación de los mencionados criterios, tales como: la contratación de horas de desarrollo de software, servicios técnicos profesionales de algún tipo en particular, desarrollo de consultorías de cualquier tipo, entre otras, por lo que la oficina responsable de la contratación deberá realizar la valoración respectiva en estos casos e incorporar en los alcances de las especificaciones las cláusulas indicadas cuando corresponda y así se considere oportuno. 
2. Como ya se indicó, los porcentajes que se utilizarán en cada uno de los criterios sociales de la evaluación de las ofertas, serán definidos por la oficina requirente y aportados en las diligencias iniciales en el oficio de decisión inicial, según corresponda, atendiendo los parámetros mínimos de proporcionalidad, pertinencia, trascendencia y aplicabilidad, establecidos y desarrollados en el documento adjunto a la guía para la confección de la Decisión Inicial denominado “Directrices y consideraciones generales sobre la incorporación de criterios de evaluación de las ofertas en la gestión de trámites de contratación que se realizan.”. Por tanto, debe quedar claro que, aunque se está solicitando la incorporación obligatoria de estos criterios en los procesos de contratación que ya se señalaron, esto no exime la responsabilidad que tiene cada oficina que gestiona la compra de cumplir con lo indicado en el mencionado anexo y por tanto su deber de justificar cada factor de evaluación que se incorpora al pliego de condiciones considerando para esto los parámetros anteriormente mencionados.
3. En casos excepcionales en donde el servicio requerido reúna las condiciones citadas anteriormente y la oficina requirente considere que no es conveniente y/o aplicable, alguno o todos los criterios sociales indicados para el caso concreto, deberá aportarse una amplia justificación al respecto, para lo cual el Departamento de Proveeduría en su condición de órgano conductor del procedimiento, valorará la pertinencia de la gestión, caso contrario procederá a devolver la gestión para que se incorpore lo correspondiente o se amplíe la justificación aportada.
4. Se debe tener claro que la verificación del cumplimiento de los criterios sociales será responsabilidad de la oficina usuaria o técnico responsable de emitir el criterio técnico que determina el cumplimiento o no de las ofertas recibidas a concurso y por tanto en el desarrollo del criterio que remita a la persona Conductora del proceso de contratación debe abarcar estos aspectos, caso contrario este no será de recibo para poder continuar con el trámite.

5. Tanto en el aporte de las especificaciones para su utilización en el pliego de condiciones, así como durante la eventual ejecución del objeto contractual, la definición, utilización y seguimiento de los criterios sociales, será única y exclusiva responsabilidad de la oficina requirente, quien fungirá como órgano Administrador del contrato, de ahí que, durante la ejecución contractual dicho órgano tendrá la obligación de realizar el seguimiento para que en todos los periodos en los cuales se haya establecido ese compromiso en la oferta y en el pliego de condiciones se cumpla por parte del contratista con las obligaciones contraídas.
Así las cosas y abordados los objetivos de la utilización de los criterios sociales en el sistema de evaluación de los pliegos de condiciones de procedimientos que se deriven en contratos según demanda o de servicios continuados, así como de aquellos en donde el objeto contractual sea procedente, a partir de la publicación de la guía para la confección de la Decisión Inicial, todas las gestiones de esa naturaleza que se remitan para iniciar trámites de contratación ante esta Proveeduría, deberán de incorporar en las diligencias iniciales en el oficio de decisión inicial, según corresponda, la utilización de los criterios con factores sociales en el sistema de evaluación, independientemente de si el trámite se va a gestionar. 
Es importante señalar que a partir de la fecha de publicación de la guía mencionada todas aquellas gestiones que no cumplan con las directrices establecidas en este anexo serán devueltas sin trámite, por lo que esta Proveeduría no asumirá la responsabilidad por los atrasos que esto pueda generar en la tramitación de los procesos.
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